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1. PLANTEAMIENTO 

Abordar la cuestión de la pobreza en el trabajo vinculada a la realidad de las 
personas con discapacidad exige subrayar que nos hallamos ante un colectivo en el 
que la preocupación fundamental no es hoy por hoy la de la pobreza en el trabajo, 
sino más bien la de la inactividad y el desempleo. De todos modos, la cuestión no es 
menor teniendo en cuenta que los bajos ingresos comprometen de modo especial la 
autodeterminación y la calidad de vida de las personas con discapacidad. 

A este respecto, el capítulo se abre con algunas clarificaciones imprescindibles 
como son determinar en primer lugar, de qué hablamos cuando hablamos de 
persona con discapacidad, para pasar a continuación a realizar algunas reflexiones a 
propósito de las técnicas de medición de la pobreza laboral de los trabajadores y su 
conveniente ajuste o adaptación a la realidad de las personas con discapacidad. 

El siguiente gran apartado se centra en primer lugar en ofrecer un retrato de 
partida de la presencia -y de la “ausencia”- de las personas con discapacidad en el 
mercado de trabajo, aproximación que muestra cómo el universo laboral de las 
personas con discapacidad es notablemente variado, siendo difícil elaborar una 
política general de intervención ya que el reto fundamental no es el desempleo sino 
la inactividad. A partir de esta realidad el texto se adentra en diversas propuestas 
dirigidas a fomentar el aumento de la tasa de actividad y la disminución de la tasa de 
desempleo, teniendo en cuenta que se trata de intervenciones que van a mejorar la 
situación de pobreza y exclusión padecida por algunos subcolectivos. En el apartado, 
se proponen desde medidas indirectas y “de detalle” -por ejemplo, revisar el papel 
de los Centros Ocupacionales- hasta otras mucho más directas como son las del 
aumento de la cuota de reserva de empleo o la mejora en la compatibilidad entre 
trabajo y pensiones, especialmente las no contributivas de invalidez. 
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El último apartado tiene por objeto identificar en sentido estricto, la pobreza 
laboral de las personas con discapacidad insertadas laboralmente, identificando la 
presencia de factores de precarización como son la tasa de temporalidad, la de 
parcialidad o los niveles salariales, todo ello en perspectiva comparada con las 
personas que no presentan discapacidad. A partir de aquí se efectúan algunas 
propuestas de reforma normativa o de intervención que en algunos casos son 
coincidentes con las realizadas en el apartado anterior, porque pueden contribuir 
simutáneamente a activar a las personas con discapacidad pero también a mantener 
un aceptable nivel de rentas para las personas integradas laboralmente. El trabajo se 
cierra con unas conclusiones que pretenden sintetizar las propuestas de reforma 
legislativa. 

2. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. CONCEPTO LEGAL. 

PLURALIDAD INTERNA Y RELACIÓN CON EL MERCADO 

DE TRABAJO 

2.1. Concepto legal de persona con discapacidad y algunas 

ampliaciones de interés desde una perspectiva de pobreza 

laboral 

Una aproximación a la pobreza laboral combinada con la discapacidad hace 
necesaria una clarificación a propósito del alcance del concepto persona con 
discapacidad. Al respecto, el artículo 4.1 del Real Decreto-Legislativo 1/2013, de 29 
de noviembre, mediante el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de 
Derechos de las Personas con Discapacidad (en adelante LGDPD), define en 
sentido básico a las personas con discapacidad, como “aquellas que presentan 
deficiencias físicas, mentales intelectuales o sensoriales previsiblemente permanentes 
que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y 
efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones con las demás”. 

 Se trata pues de una definición con un contundente planteamiento social de 
la discapacidad, subrayando la necesidad de adaptación del entorno a esta realidad. 
En este sentido, el eje principal de la discapacidad no gira ya en torno a las 
deficiencias o limitaciones de la persona -perspectiva médica- sino, que subraya la 
importancia de las barreras generadas por el entorno y sus efectos sobre la persona1. 
Como es habitual en estas materias, la LGDPD se refiere a ciertas tipologías de 
deficiencias, señalando al respecto que cabrá contemplar las de carácter físico, las de 
carácter mental que cabría asimilar a las situaciones de trastorno o enfermedad 

                                                 
 1 Como apunta PALACIOS, A.: “La progresiva recepción del modelo social de la discapacidad en la 

legislación española”, en PÉREZ BUENO, L.C. (Director) y SASTRE, A. (Editora): Hacia un 
derecho de la discapacidad, Aranzadi/Thomson Reuters, Cizur Menor, 2009, 146, “La discapacidad no 
es la concurrencia de limitaciones individuales, sino más bien las limitaciones de la sociedad para 
prestar servicios apropiados y para asegurar adecuadamente que las necesidades de las personas 
con discapaciad sean tenidas en cuenta dentro de la organización social”.  
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mental, las deficiencias de carácter intelectual, que estarían más bien relacionadas 
con dificultades de aprendizaje derivadas de limitaciones intelectuales y, en fin, 
tendríamos las deficiencias de carácter sensorial. Como se vera, un análisis de la 
pobreza en el trabajo refleja inevitablemente la diversidad del colectivo y la 
conveniencia de medidas que contemplen esta diversidad porque el riesgo de 
pobreza no es homogéneo entre los subcolectivos; ni mucho menos. 

Ahora bien, la noción de persona con discapacidad no puede entenderse si 
desvinculamos el apartado 1 del apartado 2 del artículo 4 de la LGDPD, en el que 
pervive la perspectiva médica de la discapacidad. En este sentido, el artículo 4.2 de 
la Ley prevé que “Además de lo establecido en el apartado anterior, y a todos los 
efectos, tendrán la consideración de persona con discapacidad aquéllas a las que les 
haya reconocido un grado de discapacidad igual o superior al 33 por 100”. Para 
determinar si se alcanza el grado de discapacidad se aplicará el baremo del Real 
Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre, de procedimiento para el reconocimiento, 
declaración y calificación del grado de discapacidad2. 

Asimismo, el artículo 4.2 de la LGDPD ha abordado a partir de 2013 una 
clarificación, de notable calado -al menos en perspectiva laboral-, al establecer la 
equiparación absoluta e incuestionada a persona con discapacidad, de los individuos 
declarados en situación de incapacidad permanente en los grados de total, absoluta 
y gran invalidez, sin que les sea de aplicación el baremo del RD 1971/1999, sino el 
sistema de determinación de incapacidad permanente previsto en el Real Decreto 
1300/1995, de 21 de julio, de desarrollo del sistema de incapacidades de Seguridad 
Social. Se trata de una asimilación que muestra luces y sombras pero que debe tenerse 
en cuenta en el marco de un concepto general de persona con discapacidad. Es más, 
en el análisis de la pobreza laboral, las personas pensionistas de incapacidad 
permanente -especialmente aquellas que perciban una pensión de incapacidad 
permanente total para la profesión habitual-, constituyen un grupo de particular 
interés, considerando su previa experiencia laboral -y por ende, su empleabilidad-, y 
la percepción de una pensión contributiva compatible con otros trabajos, una 
circunstancia que puede contribuir a mitigar el riesgo de pobreza. 

Desde un punto de vista normativo es evidente que el concepto de persona 
con discapacidad se limita a lo ya señalado y los datos disponibles -Instituto Nacional 
de Estadística y Servicio Público de Empleo Estatal- a propósito de las personas con 

                                                 
 2 El baremo se caracteriza por contemplar un exhaustivo listado de deficiencias físicas, psíquicas o 

sensoriales a las que se atribuye una puntuación determinada. Ahora bien, a esta puntuación cabe 
añadir la que se obtenga a partir de factores sociales complementarios, siempre que la persona haya 
obtenido una puntuación mínima de 25 puntos en la evaluación de deficiencias físicas, psíquicas o 
sensoriales. Para una visión más detallada de la aplicación del baremo y en general, sobre el 
concepto de persona con discapacidad puede verse: ESTEBAN LEGARRETA, R.: “El concepto 
de persona con discapacidad en la Directiva 2000/787CE y en el Real Decreto Legislativo 1/2013: 
la asimilación de la invalidez permanente a la discapacidad”, Trabajo y Derecho, núm. 6/2017, 
págs. 6 y 7. 
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discapacidad se centran en esta noción formal. Sin embargo, conviene dejar 
apuntado, aunque sea a titulo testimonial, que la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea en base a una noción social y flexible de discapacidad 
recogida en la Convención Internacional de los Derechos de las Personas con 
Discapacidad (2006) está asimilando a persona con discapacidad, a los efectos de su 
protección en el terreno de la lucha contra la discriminación en el empleo, a las 
personas con enfermedades prolongadas que pierden su trabajo en base a despidos 
no causales o por morbilidad excesiva3. Llamo la atención sobre este extremo porque 
las personas afectadas por enfermedades prolongadas, a menudo sin reconocimiento 
formal de persona con discapacidad, son un colectivo particularmente frágil y en 
riesgo de pobreza, en el que confluyen las reticencias y obstáculos técnicos a la hora 
de reconocer pensiones de incapacidad permanente4, la fragilidad de su vínculo 
laboral -incluso cuando este es indefinido, de ahí la emergencia de esta 
jurisprudencia- y las trabas crecientes a la percepción continuada de subsidios de 
incapacidad temporal planteadas en el articulo 174.3 TRLGSS5, o al cobro vitalicio 
de pensiones de incapacidad permanente por parte de personas jóvenes6. Por lo 

                                                 
 3 Se trata de un debate en el que la Sentencia del TJUE de 11 de abril de 2013, asunto HK Danmark 

(asuntos acumulados C-335/11 y C-337-11) ha sido fundamental a la hora de asimilar la 
enfermedad prolongada a la discapacidad. Una visión panorámica de la cuestión en BELTRÁN 
DE HEREDIA RUIZ, I.: “La enfermedad o dolencia de larga duración como supuesto de 
discapacidad: doctrina del TJUE”, Trabajo y Derecho, núm. 6/2017, págs 1 y ss. 

 4 En el caso de Cataluña el mantenimiento de mayores competencias en manos del Servició Público 
de Salud (no se han constituído los Equipos de Valoración de Incapacidades en el INSS), no ha 
apaciguado los ánimos. Antes al contrario, la actuación del denominado Institut Català 
d’Avaluacions Mèdiques, un organismo con funciones de Inspección Médica y de apoyo técnico al 
INSS en materia de incapacidad temporal y permanente ha encrespado los ánimos por sus criterios 
restrictivos, que a la postre han desembocado en la constitución de la denominada Plataforma de 
Afectados por el ICAM. Sobre la entidad puede obtenerse información en: 
http://paicam.blogspot.com/ (consultada el 29 de agosto de 2018). Son también de particular 
interés los datos reflejados en la noticia “Celebrado el juicio contra el ICAM por darle el alta médica 
a una enferma”, publicada en el diario on line Catalunyapress el 9 de junio de 2016, consultable en 
https://www.catalunyapress.es/texto-diario/mostrar/455892/avui-celebra-judici-contra-licam-
per-donar-li-lalta-mdica-malalta (consultada el día 29 de agosto de 2018). Evidentemente, siempre 
ha habido discrepancias de trabajadores con las altas médicas en procesos de IT, pero algunos datos 
sugieren hoy en día conclusiones más inquietantes a propósito de la actitud de las entidades gestoras 
y colaboradoras de la Seguridad Social. 

 5 Como es sabido, el TRLGSS impide como regla general que pueda enlazarse un proceso completo 
de IT con otro que pueda iniciarse sin solución de continuidad por la misma o similar patología. 
De este modo, sería necesario un periodo de espera de 180 días entre el final de un proceso y el 
inicio del siguiente, salvo que por una sola vez el INSS permita una IT “en bucle” lo que estará 
condicionado a que se prevea que la persona pueda recuperar su capacidad laboral, lo que en sí 
mismo constituye toda una paradoja. Puede parecer razonable que no se permita una suerte de 
proceso “eternizado” de IT, si bien tampoco tiene mucho sentido que el INSS impida el acceso a 
la incapacidad permanente a personas que, por su trayectoria, no parecen preparadas para retornar 
al puesto de trabajo.  

 6 Es interesante constatar cómo esta fragilidad es también percibida por algunos pensionistas de 
incapacidad permanente. Sobre el particular puede consultarse la noticia “Crean la plataforma de 

http://paicam.blogspot.com/
https://www.catalunyapress.es/texto-diario/mostrar/455892/avui-celebra-judici-contra-licam-per-donar-li-lalta-mdica-malalta
https://www.catalunyapress.es/texto-diario/mostrar/455892/avui-celebra-judici-contra-licam-per-donar-li-lalta-mdica-malalta
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tanto, con carácter general no quisiera pasar por alto este espacio creciente de 
enfermedad prolongada/discapacidad que constituye un nuevo pliegue en el que se 
esconden crecientes riesgos de pobreza y de exclusión. 

2.2. Prioridades en el caso de las personas con discapacidad: 

¿pobreza por falta de empleo o pobreza en el empleo? 

La literatura academica y los documentos elaborados por los poderes públicos 
que abordan la problemática de la pobreza reflejan una cierta tensión en el sentido 
de que si bien desde una perspectiva tradicional, el trabajo sería la vía prioritaria para 
salir o mejorar en la situación de pobreza7, se constata de modo creciente que el 
trabajo no es hoy en día una garantía para salir de esta situación. Una precariedad 
laboral creciente lleva a poner el foco, no tanto en las personas desempleadas o 
incluso inactivas sino en las dificultades que padecen personas insertadas para 
obtener unos ingresos mínimamente dignos. 

Ello ha llevado a que algunas aproximaciones en materia de pobreza y empleo 
se centren fundamentalmente en las condiciones de los activos; es más, en ocasiones 
se centran en el análisis de la situación de personas que desarrollan un cierto volumen 
de actividad -laboral o profesional- al año, lo que puede minimizar o invisibilizar el 
problema de la pobreza laboral de las personas con discapacidad. Este es el caso de 
la definición oficial de trabajador pobre en la Unión Europea, utilizada por Eurostat 
y en la que solo computan como trabajadores las personas que hayan estado 
ocupadas como autónomas o como empleadas durante más de la mitad de los meses 
del año de referencia8. En nuestro ámbito de reflexión, ello comporta que muchas 
personas con discapacidad inactivas o que desempeñan actividad extralaboral -los 
usuarios de servicios ocupacionales, por ejemplo- no sean tenidos en consideración 
en este análisis. Por lo tanto, conviene ampliar el enfoque y tener en consideración 

                                                 
jóvenes pensionistas”, publicada en el diario Crónica Global, accesible en: 
https://cronicaglobal.elespanol.com/vida/crean-plataforma-jovenes-
pensionistas_168524_102.html (consultada el 21 de septiembre de 2018). 

 7 Como apunta CALVO GALLEGO, J.: “Trabajadores pobres y pobreza de los ocupados: una 
primera aproximación”, en CALVO GALLEGO, J. y GÓMEZ-ÁLVAREZ DÍAZ, M.R. 
(Directores): Trabajadores pobres y pobreza en el trabajo, Laborum, Murcia, 2017, pág. 17, desde un 
punto de vista tradicional “la pobreza sería básicamente el estigma de las personas inevitablemente 
inactivas y remitidas a la protección social” 

 8 GÓMEZ-ÁLVAREZ DÍAZ, M.R. y GÓMEZ GARCÍA, F.: “Marco teórico para el análisis de la 
pobreza en el trabajo en la UE: concepto, medición y causas”, en CALVO GALLEGO, J. y 
GÓMEZ-ÁLVAREZ DÍAZ, M.R. (Directores): Trabajadores pobres y pobreza en el trabajo, Laborum, 
Murcia, 2017, pág. 93. Clarifican los autores que no existe ningún requisito respecto al tipo de 
contrato, y por tanto, incluye a los tiempos parciales o tiempos completos”. De todos modos, en 
un punto más avanzado de su trabajo (págs 96 y 97) resaltan cómo la identificación del trabajador 
pobre no es uniforme a nivel internacional habiendo propuestas metodológicas que admiten el 
cómputo de personas activas con menor participación laboral, como sucede en el caso de Bureau of 
Labor Statistics de Estados Unidos, donde se viene exigiendo actividad por un periodo no inferior a 
seis meses dentro del año anterior. 

https://cronicaglobal.elespanol.com/vida/crean-plataforma-jovenes-pensionistas_168524_102.html
https://cronicaglobal.elespanol.com/vida/crean-plataforma-jovenes-pensionistas_168524_102.html
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al menos a todas las personas en edad de trabajar; se trataría de un espacio más 
amplio que ha venido a denominarse working age poverty9. 

A lo anterior, cabe añadir cómo otro de los criterios utilizados por la Unión 
Europea para medir la pobreza en el trabajo, podría contribuir a invisibilizar esta 
realidad entre los trabajadores con discapacidad. Me estoy refiendo al hecho de que 
no solo se tienen en consideración los ingresos del individuo sino que se toma en 
cuenta el promedio de ingresos de la unidad familiar, lo que puede ofrecer una visión 
desdibujada de la realidad10. A este respecto, se ha puesto de manifiesto que tales 
sistemas de medición camuflan la precariedad laboral padecida por los jóvenes que 
permanecen en el hogar familiar11. 

Pues bien, en el caso de las personas con discapacidad congénita el grado de 
emancipación suele ser muy bajo, por lo que la imagen de la pobreza en el trabajo 
puede mostrarse también “retocada”. Cabe matizar, no obstante, que la dedicación 
a los hijos con discapacidad por parte de uno de los progenitores -también por parte 
de hermanos o hermanas convivientes- puede lastrar la intensidad laboral12 del 
núcleo familiar, de modo que esta circunstancia podría compensar la falsa imagen de 
“no pobreza” o “no precariedad” camuflada en unos ingresos familiares aceptables. 

Por lo tanto, los sistemas de medición de la pobreza laboral más extendidos 
en nuestro entorno encuentran muchos ángulos muertos cuando se trata de 
aproximarse a la realidad de las personas con discapacidad. En todo caso, existen 
también otras propuestas y otras posibilidades para activar indicadores que permitan 
visibilizar la problemática de los trabajadores pobres13. 

                                                 
 9 CALVO GALLEGO, J.: “Trabajadores pobres y pobreza de los ocupados...”, ob. cit., pág. 33. 
 10 Como señalan GÓMEZ-ÁLVAREZ DÍAZ, M.R. y GÓMEZ GARCÍA, F.: “Marco teórico para 

el análisis de la pobreza...”, ob. cit., pág. 94, se parte de la consideración de los ingresos -salariales, 
profesionales, de patrimonio, derivados del sistema de protección social- de todos los miembros 
de la unidad familiar, que se dividiría “por el número de miembros en función de la escala de 
equivalencia modificada de la OCDE”. A saber, para efectuar la división, la primera persona mayor 
de 14 años del hogar sumará 1 y las demás sumarán 0’5, salvo las personas de menos de 14 años 
que sumarán 0’3. De este modo, si se alcanza una cifra promediada de ingresos por debajo del 60 
por 100 de la mediana de los ingresos de las unidades familiares, nos encontramos ante personas 
en riesgo de pobreza. 

 11 GÓMEZ-ÁLVAREZ DÍAZ, M.R. y GÓMEZ GARCÍA, F.: “Marco teórico para el análisis de la 
pobreza...”, ob. cit., pág. 100. 

 12 La intensidad laboral constituye uno de los indicadores de Eurostat para medir el riesgo de pobreza 
y de exclusión en las familias. Se identifica dividiendo el número de meses que trabajan los 
miembros de un hogar en edad laboral -excluyendo a los estudiantes entre 18 a 24 dependientes-
entre el número de meses que las personas pudieron trabajar. Pueden verse algunos matices sobre 
la aplicación del indicador en CALVO GALLEGO, F.J.: “Trabajadores pobres y probreza de los 
ocupados”, ob. cit., págs. 32 y 33. 

 13 CALVO GALLEGO, F.J.: “Trabajadores pobres y pobreza de los ocupados...”, ob. cit., pág. 34 
recuerda que más allà de la perspectiva colectiva, la adopción de una perspectiva individual en la 
valoración de los ingresos gana adeptos. Asimismo, en materia de niveles de pobreza, cabe articular 



TRABAJO, POBREZA Y DISCAPACIDAD 

405 

Por esta razón, creo que es importante no perder de vista ambas perspectivas 
-la de los ocupados, por una parte, y las de los inactivos y activos no ocupados por 
otra- ya que nos hallamos ante un espacio particularmente singular en el que no 
parece aventurado afirmar que tras las altas tasas de inactividad de las personas con 
discapacidad se esconde un elevado riesgo de pobreza , al tiempo que no pueden 
desdeñarse tampoco los riesgos en el espacio de los trabajadores -efectivamente 
empleados- pobres14. Es más, creo que en el ámbito de las personas con 
discapacidad, cuanto más se avance en el terreno del acceso y el mantenimiento en 
el empleo, mayores riesgos emergerán en el terreno de la pobreza laboral. En 
cualquier caso las cifras son muy elocuentes ya que partiendo de datos de 2016, las 
personas con discapacidad ocupadas mostraban una tasa de riesgo de pobreza del 
14’5 por 100 -casi idéntico al de la población sin discapacidad (14’1 por 100), 
mientras que en el caso de las personas no ocupadas la tasa de riesgo de pobreza 
alcanzó el 29’7 por 10015. 

Por lo demás, en las reflexiones que siguen me voy a centrar 
fundamentalmente en el trabajo por cuenta ajena, dejando de lado el trabajo 
autónomo ya que a los problemas de subestimación y de difícil identificación de los 
ingresos de los trabajadores autónomos16, se añade en el caso de las personas con 
discapacidad otros elementos a considerar. De una parte, el volumen de personas 
asalariadas es superior (88 por 100) al de la población general (83’2 por 100)17, y de 
otra parte, la actividad autónoma constituye una opción inviable para todas aquellas 
personas que necesitan de apoyos en la actividad profesional, ya sea por el tipo de 
discapacidad -personas con discapacidad intelectual o con trastorno mental-, ya sea 

                                                 
un nivel de pobreza moderada (hogares con un nivel de ingresos inferior al 60 por 100 de la 
mediana), o bien un criterio más cercano a la pobreza absoluta. 

 14 LAZARO SÁNCHEZ, J.L.: “Aproximación al tratamiento de la pobreza laboral en las políticas de 
empleo e inclusión social”, en CALVO GALLEGO, J. y GÓMEZ-ÁLVAREZ DÍAZ, M.R. 
(Directores): Trabajadores pobres y pobreza en el trabajo, Laborum, Murcia, 2017, pág. 255 resalta la 
“necesidad de distinguir entre dos espacios de exclusión: la exclusión en el acceso al mercado 
laboral y la exclusión social derivada de las condiciones de trabajo”.  

 15 JIMÉNEZ LARA, A. y HUETE GARCÍA, A.: Informe Olivenza 2017. Sobre la situación general de la 
discapacidad en España, 2017, accesible en 
https://drive.google.com/file/d/1XRzRVnfoH9BHl0PpftprKv2TnVDDyGMq/view. 
(consultado el 7 de septiembre de 2018) págs 362 a 366, efectúa un análisis comentado de datos 
extraídos de la “Encuesta de condiciones de vida” del INE (2016) . 

 16 GÓMEZ-ÁLVAREZ DÍAZ, M.R. y GÓMEZ GARCÍA, F.: “Marco teórico para el análisis de la 
pobreza...”, ob. cit., pág. 104, apuntan a que eso sucede no solo en el caso de las rentas derivadas 
del trabajo autónomo sinó también en el caso de las rentas del capital.  

 17 INE: El empleo de las personas con discapacidad. Año 2016, Notas de Prensa, ejemplar fotocopiado, 1 
de diciembre de 2017, ejemplar fotocopiado. Consultable en 
http://www.ine.es/prensa/epd_2016.pdf (consultado el 27 de agosto de 2018), pág. 10. 

https://drive.google.com/file/d/1XRzRVnfoH9BHl0PpftprKv2TnVDDyGMq/view
http://www.ine.es/prensa/epd_2016.pdf
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por su elevado grado de discapacidad.18 Y el apoyo laboral/profesional es un “bien 
escaso”, como tendré oportunidad de señalar. 

3. ALGUNOS DATOS SOBRE LA PRESENCIA DE LAS 

PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL MERCADO DE 

TRABAJO 

3.1. Una exclusión laboral con consecuencias de pobreza 

Los datos del Instituto Nacional de Estadística (INE) de 2016 nos permiten 
obtener un retrato del conjunto de la población española con discapacidad en edad 
laboral19. En este sentido, en el año 2016 esta población era de 1.840.700 personas, 
es decir, se trata del 6’1 por 100 de la población española entre los 16 y los 64 años. 
Lo más llamativo de este conjunto de población es el de una más que notable baja 
tasa de actividad si tenemos en cuenta que partiendo de los datos de 2016 sólo 
647.200 personas tienen empleo o lo buscan, es decir solo el 35’2 por 100 de las 
personas con discapacidad son personas activas. De este modo, por razones diversas 
en torno a 1.200.000 personas con discapacidad en edad laboral permanecen en 
situación de inactividad lo que da como resultado que la tasa de actividad del 
colectivo está más de 42 puntos por debajo de la del conjunto de la población20. 

Es más, la aproximación de detalle nos indica que la tasa de actividad de las 
personas con discapacidad oscila de manera sensible dependiendo de la tipología de 
discapacidad. En este sentido, algunas discapacitades muestran una destacada tasa 
de actividad como es el caso de las personas con discapacidad auditiva (61’3 por 100 
en 2016) o visual (48’1 por 100) mientras que en otros subcolectivos la tasa de 
actividad se desploma. Ese es el caso de las personas con discapacidad intelectual o 
de aprendizaje (32’3 por 100 en 2016) o las personas con trastorno mental que 
acreditan una modesta tasa de actividad del 27’7 por 10021. Dichas diferencias se 
detectan también desde la perspectiva del genero teniendo en cuenta que entre las 
personas con discapacidad activas el 57’5 por 100 son hombres y el 42’5 por 100 

                                                 
 18 A este respecto, no es casual que JIMÉNEZ LARA, A. Y HUETE GARCÍA, A: Informe Olivenza, 

2017, cit. señalen que “La discapacidad física y los menores porcentajes de discapacidad, agrupan 
más del 50 % de las pesonas con discapacidad que optan por el autoempleo”.  

 19 Los dato se han extraído del documento del INE: El empleo...cit, pág. 1. 

 20 INE: El empleo... cit., pág. 1. 
 21 INE: El empleo...cit, pág. 13. 
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mujeres22; o bien desde la perspectiva de la gravedad de la discapacidad ya que a 
mayor severidad de la misma menor es la tasa de actividad23. 

Asimismo, si nos detenemos en el desempleo, observamos que para el año 
2016, de las 647.200 personas con discapacidad activas había una tasa de desempleo 
del 28’6 por 100, es decir, un total de 185.200 personas desempleadas, lo que dejaba 
la tasa de desempleo de las personas con discapacidad casi 10 puntos por encima de 
la tasa general (19’5 por 100), todo ello sin perder de vista que partimos de una tasa 
de actividad muy baja. 

Sin desdeñar la preocupación por los trabajadores pobres efectivamente 
empleados, un análisis de la pobreza de las personas con discapacidad hace difícil 
ignorar la inactividad o el desempleo por diversas razones. En primer lugar, porque 
la baja tasa de actividad y la alta tasa de paro de las personas con discapacidad 
incidirán sin duda en riesgo de pobreza para los individuos y para sus familias. A 
título de ejemplo, es cierto que algunos subcolectivos de personas con discapacidad 
pueden ser potencialmente beneficiarios de pensiones contributivas de incapacidad 
permanente de cuantía digna, si bien con carácter general buena parte de las personas 
con discapacidad intelectual inactivas o en situación de desempleo no serán -con 
toda probabilidad- beneficiarias de pensiones contributivas, por lo que la percepción 
de pensiones no contributivas de invalidez o de prestaciones por hijo a cargo con 
discapacidad no van a ser la receta mágica para aliviar la falta de ingresos. 

Además, se ha apuntado la baja tasa de actividad puede incidir en una mayor 
necesidad de atención por parte de familiares convivientes, lo que sin duda puede 
incidir en la reducción de la intensidad laboral del hogar, y por ende, en el riesgo de 
pobreza de las personas con discapacidad y de otras personas que convivan con ellas. 
Según datos de 2016 un 32’5 por 100 de las personas con discapacidad vivía en 
hogares con baja intensidad laboral mientras que en el caso de personas sin 
discapacidad solo un 13’3 por 100 vivía en hogares con baja intensidad laboral24. 

                                                 
 22 INE: El empleo...cit., pág. 2. A este respecto, es especialmente llamativo que en el espacio de las 

personas con discapacidad el diferencial se agudiza ya que en el marco general de la población el 
desglose entre población activa femenina y masculina es, respectivamente, del 46’5 y del 53’5 por 
100. De hecho la intensamente baja tasa de actividad femenina es un fenómeno que ha llamado la 
atención de algunos estudios. En particular puede verse: SHUM, G.; CONDE, A.; IGLESIAS, M.: 
La mujer con discapacidad física y su situación sociolaboral, A Coruña, Fundación Paidea, 1998, efectúa un 
intenso estudio del fenómeno, sin perjuidio de que desde su publicación las cosas hayan mejorado.  

 23 A este respecto, el documento INE: El empleo...cit., pág. 9 señala que las personas con discapacidad 
entre el 33 y el 44 por 100 acreditan una alta tasa de actividad (57’9 por 100), mientras que en el 
grupo de las personas con discapacidad del 65 al 74 por 100, la tasa se reduce al 19’9 por 100, 
bajando incluso al 11’5 por 100 en el grupo de personas con una discapacidad del 75 por 100 o más 
de discapacidad.  

 24 JIMÉNEZ LARA, A. Y HUETE GARCÍA, A: Informe Olivenza 2017, cit., pág. 361, citando datos 
de la “Encuesta de condiciones de vida” del INE (2016). 
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3.2. Algunas propuestas para aumentar la tasa de actividad y de 

empleo de las personas con discapacidad 

A continuación se efectuaran algunas propuestas de intervención ordenadas 
a potenciar la tasa de actividad y a reducir la tasa de desempleo de las personas con 
discapacidad “activadas”. Vaya por delante que se trata de una suerte de repaso 
general, no de una propuesta sistematizada en forma de programa o plan de 
actuación. Sencillamente se trata de medidas que puestas una detrás de otra pueden 
parecer una “carta a los Reyes Magos” pero que sin duda potenciarían la actividad y 
el empleo del colectivo mejorando su presencia en el mercado de trabajo y las tasas 
de pobreza 

Se ha de advertir, de todos modos, que las propuestas se centrarán 
fundamentalmente en la intervención desde el Derecho del Trabajo -especialmente 
desde el Derecho del Empleo- y de la Seguridad Social. Ahora bien, no debe 
olvidarse que son necesarias otras intervenciones a nivel de políticas familiares para 
superar la tendencia a la sobreprotección, o la asignación de tareas domésticas -en 
particular en el caso de las mujeres con discapacidad-que inciden de manera muy 
negativa en su tasa de actividad. Asimismo, reforzar las políticas educativas en favor 
del colectivo y su educación en entornos normalizados puede también contribuir a 
la mejora de los datos. Todo ello sin olvidar que la baja tasa de actividad está también 
relacionada con la convicción -bastante bien fundada- de la presencia de actitudes 
discriminatorias en el comportamiento de los empleadores, convicción que mina la 
confianza de las personas con discapacidad y afectará sin duda a su actitud ante el 
mercado de trabajo. 

3.2.1. Una revisión del papel de los Centros Ocupacionales como 

freno potencial a una mayor tasa de actividad 

Con carácter preliminar y de cara a reflexionar sobre la tasa de actividad, es 
conveniente hacer referencia a la presencia de un importante volumen de personas 
con discapacidad desempeñando actividad en los denominados Centros 
Ocupacionales25. De acuerdo con la LGDPD (art. 52), los Centros Ocupacionales 
son estructuras que aseguran los servicios de terapia ocupacional y de ajuste personal 
o social y que facilitarán en su caso, el acceso al mercado de trabajo26. Ahora bien, 

                                                 
 25 No cuento con datos estatales, pero puede servir de muestra la noticia accesible en 

http://www.europapress.es/madrid/noticia-region-cuenta-103-centros-ocupacionales-personas-
discapacidad-cerca-7000-plazas-20131028153532.html , donde se aporta el dato de que en la 
Comunidad de Madrid se dispone de casi 7000 plazas en Centros Ocupacionales. Si extrapolamos 
la cifra pensando en el conjunto de España podemos deducir que puede haber entre 40 y 50.000 
plazas en Centros Ocupacionales, una cifra no menor. 

 26 Los Centros Ocupacionales también pueden constituir un “puerto” de llegada para las personas 
con discapacidad que, a causa de su deterioro físico o intelectual, no hayan podidos consolidarse o 
deban cesar en el trabajo. Dicho planteamiento se expresa en el articulo 52.1 LGDPD. 
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en la práctica se trata de entidades largamente cuestionadas27 porque en algunos 
casos pueden convertirse en una suerte de freno a un mayor desarrollo personal y 
laboral de sus personas usuarias28, con un contenido ambiguo en que no se es ni un 
Servicio Social puro y duro ni un entorno laboral29. Piénsese que la lógica de estos 
establecimientos sería la de facilitar el desarrollo de actividad o “terapia” 
ocupacional, que no constituye una actividad laboral con la continuidad, rendimiento 
y profesionalidad que se derivarían del articulo 1.1 TRLET. 

Sin embargo, cabe dudar a propósito de que todas las personas que 
permanecen indefinidamente en un Centro Ocupacional, no podrían con los debidos 
apoyos y seguimiento transitar al mercado de trabajo, al menos al mercado 
protegido30, del mismo modo que las fronteras entre el trabajo en el sentido jurídico-
laboral y la actividad ocupacional pueden ser muy porosas. En todo caso, la actividad 
desarrollada en estos establecimientos comporta como máximo la percepción de 
modestas gratificaciones que las más de las veces serán compatibles con el cobro de 
pensiones no contributivas de invalidez. Por lo tanto, un rearme frente a la pobreza 
laboral de las personas con discapacidad debería llevar a la reflexión a propósito de 
“qué hacer con los Centros Ocupacionales” a fin de evitar que, taponando la salida 
laboral de algunos de sus usuarios31, los Centros contribuyan a alimentar la pobreza 
y una intervención asistencial sobre algunas de sus personas usuarias. Todo ello sin 
perjuicio de que también debe asumirse que hay personas con discapacidad que no 

                                                 
 27 MARTÍNEZ RUEDA, N. Y FERNÁNDEZ GONZÁLEZ, A.: “La necesaria actualización de los 

Centros Ocupacionales”, Zerbiztuan42, diciembre 2007, págs. 45 y siguientes, muestran cómo 
desde hace años existe un importante cuestionamiento de la figura.  

 28 GARCÍA SABATER, A.B.: Necesidades especiales de apoyo laboral en colectivos con discapacidad. En partiular, 
el empleo protegido, Cizur Menor, Aranzadi, 2018, pág. 265, matiza cómo hay diversos modelos de 
Centro Ocupacional dependiendo de las Comunidades Autónomas, de modo que los hay que 
simplemente ofrecen terapia ocupacional mientras que otros prestan servicios de orientación e 
inserción, de cara a una inserción laboral protegida o en medio ordinario. 

 29 El documento SIIS: Servicios de Día para personas con discapacidad. Documento Fotocopiado, SIIS, 
1996, citado por MARTÍNEZ RUEDA, N. y FERNÁNDEZ GONZÁLEZ, A.: “La necesaria 
actualización...”, ob. cit., pág. 47, recordaba ya hace muchos años que “Los actuales Centros 
Especiales de Empleo, como generadores de variados recursos de inserción y formación laboral, y 
los Centros de Día, como centros para el desarrollo de actividades educativas, de ocio y de 
rehabilitación, deberían ser los únicos servicios especiales en lo que se refiere a la atención diurna 
de las personas con discapacidad. Los actuales centros ocupacionales deberían optar por 
evolucionar hacia uno u otro modelo”.  

 30 Debe reconocerse que en la práctica esta posibilidad puede ser de difícil ejecución no tanto por 
razones técnicas pero sí por razones políticas, en atención a que en muchas Comunidades 
Autónomas, los puestos de trabajo en Centros Especiales de Empleo que deberían estar reservados 
preferentemente a personas con especiales dificultades han sido copados por personas con mayores 
capacidades, lo que en algunas Comunidades Autónomas ha generado una sorda lucha entre 
entidades de apoyo a las personas con discapacidad. Esta lucha se ha traducido en una presión para 
que, precisamente, las personas con discapacidad más grave permanezcan sine die en entornos 
ocupacionales.  

 31 GARCÍA SABATER, A.B.: Necesidades especiales..., ob. cit., págs. 266-267, señala algunas reflexiones 
sobre este particular.  
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disponen de la capacidad necesaria para desempeñar una actividad laboral en 
entornos protegidos o abiertos. 

3.2.2. La ampliación del alcance de la cuota de reserva de empleo 

La cuota de reserva de empleo en favor de las personas con discapacidad, se 
ha mantenido prácticamente estable desde su puesta en marcha en 1982, mediante 
la ya derogada Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de las Personas con 
Discapacidad, y se encuentra regulada hoy en día a través del articulo 42.1 LGDPD. 
Se trata de una cuota que afecta a la empresa pública y privada -más allá de la cuota 
en las AAPP- y que exige un volumen de empleo del 2 por 100 de los puestos para 
empresas de más de 50 trabajadores. Ciertamente, una posible medida incentivar la 
tasa de actividad de las personas con discapacidad podría ir en la línea de aumentar 
esa cuota. Argumentos no faltan si tenemos en cuenta que un viejo informe del 
Consejo Económico y Social32 y la mirada a la realidad comparada nos indican que 
hay margen para ampliarla33. Ahora bien, mi impresión es que esta posibilidad está 
muy lejos de materializarse teniendo en cuenta el rechazo que la reserva genera entre 
los empresarios y el hecho de que en los países de nuestro entorno, incluido España, 
se camina hacia un modelo social de la discapacidad, en el que deben primar las 
adaptaciones y la no discriminación en el acceso al empleo, todo ello de conformidad 
con la Convención Internacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad 
ratificada por España en 2008. En cierto modo, la cuota de reserva responde al 
modelo médico, en fase de superación, razón por la que es más que dudoso que la 
ampliación se lleve a cabo. Lo que no significa que se trataría de una medida que sin 
duda, en el momento actual impulsaría la tasa de actividad y contribuiría a reducir la 
tasa de desempleo que afecta al colectivo. 

3.2.3. Las pensiones y su papel en el retorno o en la inserción de las 

personas con discapacidad 

Un lugar común en cualquier reflexión a propósito del empleo de las personas 
con discapacidad está en el efecto “trampa” de las prestaciones de Seguridad Social, 
que puede incidir negativamente en la predisposición hacia la actividad. En este caso, 
nos encontramos con el temor a trabajar ante la posibilidad de perder la pensión por 
revisión y por el miedo de perder posteriormente el trabajo. A todo ello se añade 

                                                 
 32 CES: Informe sobre la situación del empleo de las personas con discapacidad y propuestas para su reactivación, 

núm. 5/1995, Madrid, CES, apuntaba a un déficit de 215.000 puestos de trabajo, si bien en aquella 
época la cuota era solo obligatoria para empresas con más de 50 trabajadores fijos. También es 
cierto que en aquel momento no había medidas alternativas a la cuota de reserva, lo que desdibuja 
cuantitativamente la reserva efectiva.  

 33 Una perspectiva comparada de la cuota de reserva en PÉREZ PÉREZ, J.: Contratación laboral de 
personas con discapacidad. Incentivos y cuota de reserva, Cizur Menor, Aranzadi, 2015, págs. 359 y ss, nos 
muestran a título de ejemplo que Francia maneja una cuota obligatoria del 6 por 100 para empresas 
que empleen 20 trabajadores o más, mientras que en el caso de Alemania, la cuota es del 5 por 100 
para empresas que empleen 20 o más trabajadores.  
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una mayor dependencia de las prestaciones económicas porque no hay que 
despreciar que la discapacidad genera costes adicionales al colectivo. Partiendo de 
esta premisa, señalaré sucintamente algunos elementos de cara a la mejora de la 
relación entre las pensiones y el trabajo, para lo que realizaré algunas reflexiones 
sobre pensiones contributivas y posteriormente sobre las pensiones no 
contributivas. 

En lo que concierne a las pensiones contributivas, el régimen de la pensión 
de incapacidad permanente total (en adelante IPT) parece razonablemente diseñado 
teniendo en cuenta que se define, precisamente, por ser un grado que permite el 
desempeño de otra profesión, un planteamiento lógico si tenemos en cuenta que la 
pensión-tipo es equivalente al 55 por 100 de la base reguladora de la prestación, más 
allá de que dicho tipo aumente al 75 por 100 cuanto el trabajador alcance la edad de 
los 55 años (art. 196.2 TRLGSS). Ahora bien, el régimen vigente adolece al menos 
de dos elementos que pueden incidir negativamente en la predisposición de las 
personas pensionistas al retorno o al mantenimiento en el empleo. El primero de 
estos elementos es la previsión del articulo 200 apartado segundo TRLGSS en el 
sentido de que no cabrá esperar a que transcurra el plazo de espera de revisión del 
grado, cuando el pensionista de IPT desarrolle alguna actividad34. A mi juicio, tal 
planteamiento no es de recibo en el caso de pensionistas de IPT ya que el perjuicio 
-el miedo generado por el riesgo de revisión y las reservas ante el empleo- supera 
con creces los beneficios perseguidos: la evitación del “fraude” en el cobro de las 
prestaciones. En este sentido, entiendo que como regla de partida el trabajo no 
debería de abrir la puerta a incoar de modo inmediato e incondicionado 
procedimientos de revisión, teniendo en cuenta por lo demás la frecuencia con la 
que dichos procedimientos no modifican el grado y/o son revocados por el Juzgado 
de lo Social. 

De otra parte, el articulo 198 TRLGSS señala -tras la reforma operada 
mediante la ley 27/2011- que el pensionista podrá desarrollar otros trabajos “siempre 
y cuando las funciones no coincidan con aquellas que dieron lugar a la incapacidad 
permanente total”. Ciertamente, la redacción anterior a 2011 señalaba 
incompatibilidad con la profesión habitual que hubiese dado lugar a la incapacidad 
permanente, mientras que el redactado vigente señala incompatibilidad con las 
funciones anteriores a la incapacidad. A decir verdad, tanto el límite anterior35 como 
el posterior a 2011 generan dificultades en la definición del espacio laboral posible 
para el pensionista pero no puede decirse que la reforma haya generado una doctrina 

                                                 
 34 En el mismo sentido GALA DURÁN, C.: “La compatibilidad entre el trabajo y la percepción de 

las pensiones por incapacidad permanente total, absoluta y gran invalidez tras la Ley 27/2011”, 
Temas Laborales, núm 122, 2013, pág. 103. 

 35 Puede verse un supuesto interesante en el régimen anterior a la reforma de 2011 en la STSJ de 
Cataluña de 23 de marzo de 2000 (AS 2000/1692), en la que la delimitación de funciones adaptadas 
a la capacidad residual no evita que estemos ante la misma profesión o grupo reducido. 
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judicial más restrictiva, como era de prever36, ni que la noción de funciones esté 
pensada más en clave de grupo que de profesión37. En todo caso, nos hallamos ante 
un obstáculo más, que genera inseguridad e incide en la baja tasa de actividad de las 
personas con discapacidad. Al respecto, no habría estado de más abordar el 
desarrollo reglamentario de las compatibilidades (art. 194.3 TRLGSS) para articular 
algún procedimiento de conformidad o visado administrativo previo con la nueva 
actividad, aunque nunca se sabe si en tal caso el remedio sería peor que la 
enfermedad38. 

La incapacidad permanente absoluta (en adelante IPA) -y la gran invalidez a 
la que el TRLGSS atribuye el tratamiento de la IPA- es un capítulo aparte, que 
merece también alguna que otra reflexión teniendo en cuenta la flagrante 
contradicción en que incurre nuestro ordenamiento jurídico al definir la IPA como 
el grado que impide el desempeño de cualquier profesión (art. 198.5, de la 
disposición adicional 26ª TRLGSS) y la holgura con la que el articulo 198.2 
TRLGSS39 formula la compatibilidad con el trabajo, compatibilidad que ha recibido 
un generoso aval de nuestra jurisprudencia a partir de la STS de 30 de enero de 2018 
(RJ 2008/1984) . En este sentido, sin pretender cuestionar el derecho al trabajo de 
las personas con IPA, lo razonable sería establecer en este nuevo marco, alguna 
medida de reducción de la pensión cuando se trabaje40, teniendo en cuenta que la 
pensión media para el grado de IPA en 2018 -1156’23 euro41- no genera un riesgo 
evidente de pobreza laboral si se reduce su cuantía. 

Una última reflexión obligada tiene que ver con el pobre papel de la pensión 
no contributiva de invalidez en la tasa de actividad de las personas con discapacidad. 
En este sentido, se ha de remarcar que la acumulación entre trabajo y pensión se 

                                                 
 36 Una posibilidad que se plantearon diversos autores, como es el caso de GALA DURÁN, C.: “La 

compatibilidad...”, ob. cit., pág. 99, quien apunta que “si las funciones nuevas son iguales o 
semejantes a las que dieron lugar a la declaración de incapacidad permanente total existirá 
incompatibilidad”.  

 37 Se mantendría la jurisprudencia del Tribunal Supremo, plasmada en la sentencia de 28 de febrero 
de 2005 (RJ 2005/5296) que subraya cómo la vieja noción de profesión no puede equipararse a los 
grupos muy amplios de algunos convenios sectoriales, como el de la Industria Química 

 38 Sin duda alguna, el visto bueno del INSS ante la nueva actividad daría tranquilidad al pensionista. 
Ahora bien, no sería de extrañar que el INSS desplegase criterios restrictivos que acabarían 
generando si cabe mayor litigiosidad. Por lo demás, dudo que se pueda plantear que el INSS tenga 
la capacidad limitar de modo contundente el acceso a la actividad porque está en juego el derecho 
constitucional al trabajo (art. 35.1 CE). 

 39 El articulo 198.2 TRLGSS establece que las pensiones de incapacidad permanente absoluta o gran 
invalidez “no impedirán el ejercicio de aquellas actividades, sean o no lucrativas compatibles con 
el estado del incapacitado y que no representen un cambio en su capacidad de trabajo a efectos de 
revisión”. 

 40 En el mismo sentido GALA DURÁN, C.: “La compatibilidad...”, ob. cit., pág. 113. 
 41 Datos obtenidos del sitio web: http://www.seg-social.es/wps/portal/wss/internet/Inicio 

(apartado de Estadísticas de Pensiones). 

http://www.seg-social.es/wps/portal/wss/internet/Inicio
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tolerará (art. 366 TRLGSS)42 durante un máximo de cuatro años, siendo el tope de 
acumulacion máximo la cuantía de la pensión (5321’40 euros en cómputo anual) y el 
del IPREM anual sin pagas, lo que para 2018 supone un tope de 6454’03 euros, que 
se sumarán a la cuantía de la pensión. Cabe concluir pues, que la extinción 
programada a cuatro años de la pensión no es el mejor acicate para alimentar la tasa 
de actividad ni para reducir la tasa de pobreza del colectivo. 

3.2.4. Apuntes respecto a medidas invisibilizadas: el empleo con 

apoyo y la asistencia personal 

Continuando con las reflexiones a propósito de las medidas para mejorar la 
tasa de actividad de las personas con discapacidad, se hace imprescindible llamar la 
atención a propósito de un conjunto de medidas, que representan un papel a la hora 
de mejorar esas cifras, porque inciden de modo muy claro sobre las posibilidades de 
empleo de personas con discapacidad severa, o bien sobre personas con 
discapacidad afectadas de dificultades de aprendizaje43, que son las que muestran a 
las claras una tasa de actividad más modesta. 

Como veremos, se trata de medidas en las que no parece imprescindible ni 
urgente una intervención de carácter normativo -algo más en el caso de la asistencia 
personal que en el empleo con apoyo-, se trata más bien de dotarlas financieramente 
para que las personas afectadas por especiales dificultades y/o de dificultades de 
aprendizaje puedan contar con opciones viables de desempeño laboral en entornos 
normalizados. Vale la pena traer a colación algunos datos reflejados en páginas 
anteriores ya que la tasa de actividad de las personas con discapacidad intelectual o 
de aprendizaje era solo del 32’3 por 100 en 2016, mientras que en el caso de las 
personas con trastorno mental alzaba un escuálido 27’7 por 100. En el terreno de las 
personas con discapacidades muy severas las tasas son también muy bajas. Así, en el 
caso del grupo de las personas con discapacidad del 65 al 74 por 100, la tasa se reduce 
al 19’9 por 100, bajando incluso al 11’5 por 100 en el grupo de personas con una 
discapacidad del 75 por 100 o más. 

En lo que concierne al empleo con apoyo, se trata de una figura reconocida 
en el artículo 41 de la LGDPD como servicios que se definen por ser un “(...) 

                                                 
 42 La tolerancia es relativa considerando que el artículo 366 TRLGSS establece la compatibilidad con 

“aquellas actividades, sean o no lucrativas, compatibles con el estado del inválido, y que no 
representen un cambio en su capacidad de trabajo”. Se trata de un criterio similar al previsto en el 
artículo 198 TRLGSS para la gran invalidez y la incapacidad permanente absoluta, del nivel 
contributivo. 

 43 Cabe advertir que ambos subgrupos de personas con discapacidad se entrecruzan en ocasiones ya 
que las personas con dificultades de aprendizaje o afectadas de trastorno mental pueden mostrar 
en ocasiones altos grados de discapacidad y de necesidades de apoyo. Sin embargo, como veremos 
en el caso de la asistencia personal, la medida puede tener interés de cara al apoyo para personas 
con graves discapacidades físicas pero razonables grados de formación para el desempeño de 
puestos cualificados. 
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conjunto de acciones de orientación y acompañamiento individualizado en el puesto 
de trabajo, que tienen por objeto facilitar la adaptación social y laboral de personas 
trabajadoras con discapacidad con especiales dificultades de inclusión laboral en 
empresas del mercado ordinario de trabajo (...)”. En otras palabras, y siguiendo los 
rasgos más destacados del desarrollo reglamentario llevado a cabo mediante el RD 
870/2007 de 2 de julio, el empleo con apoyo es un proceso intenso de 
acompañamiento/intermediación que comporta un cuidadoso protocolo que 
incluye, desde la prospección de puestos de trabajo que se adapten a las condiciones 
de cada persona, hasta un acompañamiento y mediación del trabajador más allá de 
su consolidación en el puesto de trabajo, mediante la figura del preparador laboral, 
definida en el artículo 7 del Decreto regulador44. Y lo cierto es que el empleo con 
apoyo no necesita de grandes correcciones normativas, porque más allá de algunas 
cuestiones de detalle, su cobertura jurídica es más que razonable. El problema deriva 
de las limitadas convocatorias de subvenciones para servicios de empleo con 
apoyo45, que convierten a estas convocatorias públicas en algo meramente 
anecdótico -aunque convocatorias privadas46 compensen la “sequía”-, lo que limita 
sus potencialidades y redunda negativamente en la tasa de actividad de los 
subcolectivos mencionados. 

Otra figura menor a resaltar es la asistencia personal, recogida en el artículo 
19 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre de Dependencia. Se trata de una prestación 
que muestra objetivos convergentes, aunque matizados, con el empleo con apoyo, y 
que parece inspirarse en una visión profesionalizada de la protección de las personas 
dependientes47. En este sentido, la Ley diseña la asistencia personal como una 
prestación económica -no como una prestación de servicios o como un servicio48- 

                                                 
 44 El artículo 2 del Decreto 870/2007 identifica los principales componentes de esta práctica o 

protocolo de inserción normativizado en 2007. 
 45 Sobre la endémica infrafinanciación del empleo con apoyo puede verse ESTEBAN 

LEGARRETA, R. “La estrategia global de empleo de las personas con discapacidad. Un balance 
critico tras su finalización”, en Revista de Derecho Social núm. 61, 2013, págs. 67 y ss, donde se 
apunta una razón fundamental: el drenaje de fondos para la financiación de los incentivos en los 
Centros Especiales de Empleo; significativamente, la bonificación del 100 por 100 de las cuotas 
patronales a la Seguridad Social y la subvención del 50 por 100 del salario mínimo interprofesional 
-mensual- por cada trabajador.  

 46 El Programa Incorpora, financiado por la Obra Social de la Caixa ha representado un balón de 
oxigeno para las entidades o “servicios” que llevan a cabo esta actividad, ya que mediante el 
programa se subvenciona los costes laborales y de Seguridad Social de la contratación de 
preparadores laborales. Al respecto, puede verse: https://www.incorpora.org/ 

 47 MOLERO MARAÑÓN, Mª.L.: “El espacio de las prestaciones económicas en la protección social 
de las personas dependientes: una reflexión sobre el sistema de cuidados deseables”, 
Documentación Laboral, núm. 102, 2014, pág. 169, destaca como este planteamiento 
“profesionalizador” ha sido desautorizado por una realidad en la que impera la prestación de 
cuidados en el entorno familiar.  

 48 De todos modos, en el laberinto de la protección por dependencia, la Orden catalana 
ASC/471/2010, de 28 de septiembre, reguladora de la asistencia personal recoge también la forma 
de asistencia personal como prestación de servicios (art. 5).  
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que contribuirá a que la persona dependiente pueda contratar a un asistente personal 
“durante un número de horas”, que facilitarán el acceso de los beneficiarios del 
sistema al trabajo, a la educación así como a las actividades de la vida diaria49. Pues 
bien, lo cierto es que el número de prestaciones reconocidas50 y la baja cuantía de 
horas previstas en algunas disposiciones reglamentarias de desarrollo hacen intuir 
una notable invisibilidad y poca eficacia de cara a mantener un volumen de tiempo 
de trabajo suficiente51. En otras palabras, hay un amplio camino de mejora si se 
pretende luchar contra la pobreza de las personas con grandes discapacidades y con 
potencialidad laboral, sin olvidar que relanzar la asistencia personal contribuiría a 
que toda la atención a las personas dependientes no recaiga siempre en el entorno 
familiar. Eso sí, la asistencia personal suscita múltiples cuestiones en el plano 
jurídico-laboral como son, entre otras, la de la naturaleza del vinculo entre el 
asistente personal y la persona “asistida”52. Su futuro despliegue contribuirá a 
identificarlas y a mejorar la respuesta normativa más adecuada. 

4. POBREZA LABORAL DE LOS TRABAJADORES CON 

DISCAPACIDAD EMPLEADOS 

4.1. Algunos datos significativos 

Una panorámica de las condiciones de empleo de las personas con 
discapacidad exige en primer lugar identificar un dato no menor y es el volumen de 
personas que desempeñan su actividad por cuenta de Centros Especiales de Empleo, 
lo que como veremos, puede incidir en sus condiciones salariales. A este respecto, el 
dato más cercano del que disponemos53, nos indica que en el año 2013 había en 

                                                 
 49 La Orden catalana ASC/471/2010 refleja dos tipos de prestaciones. Una, limitada a la asistencia 

en el transporte, dirigida a potenciar el trabajo, la actividad ocupacional o la formación. Otra, con 
contenido más completo, en la que el asistente personal se implica también un apoyo en el hogar, 
de mayor continuidad. De modo que la asistencia personal no se limita en la práctica al 
acompañamiento en los desplazamientos.  

 50 MOLERO MARAÑÓN, Mª.L.: “El espacio de las prestaciones económicas...”, ob. cit., pág. 170, 
aporta datos muy significativos del volumen de prestaciones reconocidas hasta 2012. Así, del total 
de prestaciones económicas reconocidas por el sistema -un 46’03 por 100- las prestaciones de 
asistencia personal ascendían solamente al 0’12 por 100, con un total de prestaciones reconocidas 
de 1102. 

 51 Ciertamente, el volumen de tiempo de trabajo que puede mantener un persona con elevada 
discapacidad será limitado. Ahora bien, el artículo 16.2 de la Orden ASC/471/2010 plantea una 
asistencia -en su modalidad, laboral, ocupacional y formativa-de 27’5 horas mensuales máximas. La 
cifra final se hará depender, entre otros, del apoyo familiar existente.  

 52 Especialmente, cuando la prestación tiene naturaleza económica y se contrata directamente al 
asistente personal Sin ir más lejos, la La Orden catalana ASC/471/2010, parece dejar la cuestión 
en manos de la elección del asistente y del beneficiario del sistema nacional de dependencia (art. 9) 

 53 KPMG: Presente y futuro de los Centros Especiales de Empleo, 2013, versión resumida, consultable en: 
https://www.fundaciononce.es/es/publicacion/presente-y-futuro-de-los-centros-especiales-de-
empleo (consultado el 29 de agosto de 2018). 

https://www.fundaciononce.es/es/publicacion/presente-y-futuro-de-los-centros-especiales-de-empleo
https://www.fundaciononce.es/es/publicacion/presente-y-futuro-de-los-centros-especiales-de-empleo
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España un total de 64.391 personas desarrollando su actividad en Centros Especiales 
de Empleo, cifra de la que es fácil deducir que actualmente puede haber trabajando 
en torno a 70.000 o 75.000 personas con discapacidad en estos ámbito productivo54. 
Se trata de un dato interesante a considerar porque si bien son proveedores de 
empleo de las personas con discapacidad, seguramente este tipo de empleo puede 
ser parte de la respuesta a las bajas cuantías salariales percibidas por el colectivo, 
como más adelante señalaré. 

Siguiendo con esta aproximación, es importante resaltar algunos de los datos 
que podrían servir para identificar el riesgo de pobreza de las personas con 
discapacidad. Como veremos, los datos sugieren que, o bien las personas con 
discapacidad están siendo razonablemente tratadas en el mercado de trabajo o bien 
la baja tasa de actividad del colectivo explica esta situación. A este respecto, nos 
vamos a centrar en datos referidos a tres variables que identifican aunque sea 
potencialmente, el riesgo de pobreza laboral: la tasa de temporalidad, la tasa de 
parcialidad y, en fin, los niveles salariales. 

La primera de las variables se refiere al porcentaje de personas con 
discapacidad contratadas de modo indefinido y de modo temporal, en el bien 
entendido que la contratación temporal constituye una fuente de mayor 
precarización55. Pues bien, los datos con los que contamos nos indican que las 
personas con discapacidad empleadas estaban en 2015 contratadas en un 77 por 100 
mediante vinculo indefinido, lo que generaba un diferencial en positivo respecto a 
las personas sin discapacidad que acreditaban un porcentaje de contratación 
indefinida del 74’8 por 10056. Por lo tanto, desde ese punto de vista podemos decir 
que las personas con discapacidad no padecen de un riesgo de exclusión 
significativo. 

La segunda de las variables hace referencia al volumen de contratos a tiempo 
parcial formalizados entre las personas con discapacidad y sus empleadores. Se trata 
de una perspectiva desde la que no es difícil argumentar el riesgo de precarización, 
especialmente en el caso de la parcialidad involuntaria, teniendo en cuenta que el 
trabajo a tiempo parcial genera menores ingresos y menor intensidad laboral, amén 
de otras consecuencias negativas derivadas de su flexibilización, de modo especial a 

                                                 
 54 Otro indicio a este respecto lo hallamos en el documento SEPE: Informe del mercado de trabajo de las 

personas con discapacidad estatal (2018), en cuya pàgina 33 se señala que durante 2017 de un total de 
308.376 contratos de trabajo concertados con personas con discapacidad 77.677 fueron 
formalizados por Centros Especiales de Empleo.  

 55 QUINTERO LIMA, G.: “Pobreza en el trabajo y modalidades contractuales (en especial el trabajo 
temporal y el trabajo a tiempo parcial)”, en CALVO GALLEGO, J. y GÓMEZ-ÁLVAREZ DÍAZ, 
M.R. (Directores): Trabajadores pobres y pobreza en el trabajo, Laborum, Murcia, 2017 299 y siguientes. 

 56 Datos extraídos de JIMÉNEZ LARA, A. y HUETE GARCÍA, A.: Informe Olivenza 2017, cit., págs 
330 y 331. 
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través del pacto de horas complementarias del articulo 12.5 TRLET57. Pues bien, de 
nuevo en este punto las cifras disponibles reflejan una realidad que discurre en 
paralelo a los datos de las personas sin discapacidad ya que para 2015 podemos 
señalar que las personas con discapacidad están contratadas a tiempo completo en 
un 83’4 por 100 de los casos, una cifra muy cercana a las de las personas sin 
discapacidad (84’4 por 100)58. Ahora bien, no debe perderse de vista que una 
perspectiva de género y de edad indica que las mujeres con discapacidad tienen un 
indice de parcialidad bastante más alto (25’9 por 100), alcanzando en los jóvenes 
menores de 25 años el 35’2 por 10059. 

En lo que concierne a los niveles salariales, los datos corrrespondientes a 2015 
nos indican que las personas con discapacidad perciben salarios inferiores al 
conjunto de la población en una cifra no desdeñable -3638’4 euros- teniendo en 
cuenta que el salario medio de las personas con discapacidad estaba en esas fechas 
en 19.569 euros, mientras que para la población general ese salario estaba en 23.208 
euros, lo que nos indica un diferencial de un 15’7 por 100 menos de salario. Se ha 
de advertir, no obstante que pesan notablemente los sesgos de género, de edad y 
también los formativos60. Probablemente, el más bajo nivel formativo de las 
personas con discapacidad pueda pesar en dichos niveles salariales. Asimismo, como 
se señalará, las retribucions de los Centros Especiales de Empleo pueden tener una 
incidencia en este diferencial. 

                                                 
 57 QUINTERO LIMA, G.: “Pobreza en el trabajo y modalidades contractuales...”, ob. cit., págs. 307 

y 308, señala, más allá de los bajos ingresos, que el trabajo a tiempo parcial “colocaría al trabajador 
en una situación de cierta vulnerabilidad social (problemas de conciliación entre la vida laboral, 
personal y familiar, incremento de riesgos psico-sociales, por ejemplo) pero no necesariamente 
económica. 

 58 JIMÉNEZ LARA, A. Y HUETE GARCÍA, A.: Informe Olivenza 2017, cit., págs 336 y 337.  

 59 JIMÉNEZ LARA, A. Y HUETE GARCÍA, A.: Informe Olivenza 2017, cit., págs 338.  
 60 Datos de 2015 obtenidos de JIMÉNEZ LARA, A. Y HUETE GARCÍA, A.: Informe Olivenza 2017 

cit, págs. 348 y ss. A este respecto indicaremos que: 

  -Los hombres perciben un salario medio de 20.835,4 euros mientras que el de las mujeres es de 
17.778,1 euros. 

  -Los trabajadores hasta 29 años perciben un salario de 11.061’6 euros, los de entre 30 y 44, 17.489,8 
euros, mientras que de 45 años en adelante el salario alcanza un promedio de 21.071 euros. 

  -En materia de nivel formativo destaca una amplia diferencia entre los trabajadores con educación 
primaria/sin estudios y secundaria (16.011,8 y 17.678,5 respectivamente) y los trabajadores con 
estudios superiores, que perciben un promedio salarial de 31.855 euros. 
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4.2. Algunas propuestas para combatir el riesgo de pobreza laboral 

de las personas con discapacidad activas 

4.2.1. La temporalidad en la contratación de personas con 

discapacidad 

Como ha quedado apuntado, la temporalidad no es una circunstancia 
especialmente llamativa en la contratación de personas con discapacidad si tenemos 
en cuenta que el volumen de contratos indefinidos -partiendo de datos de 2015- es 
superior en el caso de las personas con discapacidad (77 por 100) al volumen de 
contratos indefinidos entre personas sin discapacidad (74’8 por 100). Ahora bien, 
considerando las altas tasas de fraude en la contratación, y teniendo en cuenta la 
vulnerabilidad de las personas con discapacidad, no está de más efectuar alguna 
modesta propuesta que pueda mejorar la ratio contrato temporal/contrato 
indefinido. Si observamos la acusada diferencia -en 2015- entre los salarios medios 
de los indefinidos (21.085’2) y de los temporales (13.957’2) vale la pena contener la 
contratación temporal61. 

A priori, se apunta que posiblemente la baja incentivación de los contratos 
temporales, en comparación con la existencia de un importante volumen de 
incentivos para la contratación indefinida ha podido influir, aunque sea ligeramente, 
en las cifras mencionadas62. Ahora bien, mi impresión es que al menos en lo tocante 
a las personas con discapacidad afectadas por especiales dificultades, la contratación 
indefinida debería de incentivarse con una bonificación del 100 por 100 en las 
cotizaciones patronales63, todo ello fundamentado en las siguientes razones: se trata 
del colectivo más susceptible de discriminación, y por ende con mayores 
probabilidades de ser objeto de contratación temporal fraudulenta. En segundo 
lugar, el esfuerzo presupuestario sería menor porque atendiendo a las retribuciones 
percibidas por el colectivo y el alcance de las bonificaciones hoy en día existentes, 
buena parte de estas personas no va a generar mayor gasto en las maltrechas cuentas 

                                                 
 61 Datos de 2015 extraídos de INE: El salario de las personas con discapacidad, 2015, nota de prensa, página 

5, consultable en www.ine.es. Los resultados en 2016 no son muy diferentes pero se aproximan un 
poco porque los salarios de los indefinidos son de 20.731’16 y los de los temporales de 14.023’8. 
Datos obtenidos de INE: El salario de las personas con discapacidad, 2016, nota de prensa, página 5, 

 62 La Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo (art. 2) , 
únicamente prevé bonificaciones máximas de 291’66 o de 341’66 euros mensuales -según estemos 
o no ante personas con discapacidad severa- en caso de formalización de contratos temporales de 
fomento de empleo, pero deja de lado la contratación temporal estructural, de largo, la más 
voluminosa. 

 63 Por personas afectadas por especiales dificultades se entendería a todas las personas con 
discapacidad afectadas de trastorno mental, dificultades de aprendizaje, parálisis cerebral, y también 
todas las personas con discapacidad física con un grado de discapacidad no inferior al 65 por 100, 
que reciben un tratamiento más favorable en la Ley. 

http://www.ine.es/
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públicas64. Finalmente, la bonificación de cotizaciones al 100 por 100 no deja de ser 
una medida de cierto impacto, como lo es hoy en día que la contratación de cualquier 
persona con discapacidad esté exenta de cotización en los Centros Especiales de 
Empleo (art. 23 Ley 43/2006). Dadas las circunstancias, sería obligado al menos el 
anterior ajuste, que de paso podría frenar el aumento de la temporalidad en el caso 
de que se produzca un aumento de la tasa de actividad de las personas con 
discapacidad. 

4.2.2. El trabajo a tiempo parcial. ¿Amenaza u oportunidad? 

En lo que concierne al trabajo a tiempo parcial creo que es conveniente 
realizar una puntualización preliminar, aunque sea un poco especulativa. En este 
sentido, creo que un aumento deseable de la tasa de actividad de los subcolectivos 
con discapacidad más vulnerables debería de llevar forzosamente a una tasa más alta 
de parcialidad. Piénsese que muchas personas con trastorno mental, dificultades de 
aprendizaje, problemas orgánicos o de otro tipo no pueden desempeñar 
regularmente trabajos a tiempo completo. En este sentido una mayor tasa de 
actividad y de empleo de personas con discapacidad, que debería de proyectarse 
precisamente entre estos subcolectivos, elevará sin duda la tasa de parcialidad que 
como muestra el Informe Olivenza de 201765 se encuentra actualmente en un 

                                                 
 64 Téngase en cuenta que las bonificaciones básicas en el caso de contratación de este colectivo 

alcanzan los 425 euros mensuales, que afectarían al conjunto de las cuotas y que podrían ser algo 
más altas en base a circunstancias de género y edad reflejadas en la Ley (art. 2 Ley 43/2006). Si 
contrastamos esta bonificación con los sueldos medios percibidos por los subcolectivos 
favorecidos por la misma veremos que sería mucho más simple, y también más atractivo para los 
empleadores, establecer una bonificación del 100 por 100. A este respecto, el Informe Olivenza 2017, 
cit. pág. 350, tomando como fuente el documento INE, El salario de las personas con discapacidad, 
2015, señala cómo las personas con discapacidad intelectual perciben un salario medio anual de 
12.353; las personas con discapacidad mental cobran un salario medio de 15.699,3 euros y las 
personas con una discapacidad mayor del 65 por 100 perciben un salario medio anual de 18.454 
euros, el problema es que en esta cifra no se desagrega la discapacidad física de la de carácter mental 
o intelectual. . Tomando como ejemplo el salario de las personas con discapacidad intelectual 
tendríamos una base de cotización mensual de unos 1030 euros, a la que si aplicamos el conjunto 
de cuotas patronales, partiendo de una cifra promediada de cuotas patronales del 35 por 100 resulta 
una cuota de 360 euros. En el caso de las personas con discapacidad del 65 por 100 (no se trata 
exactamente de las personas con discapacidad física superior al 65 por 100) la base en 2015 habría 
sido de 1537’83 euros, de lo que resultaría una cuota patronal “promediada” de 538 euros. Dadas 
las circunstancias, entiendo que valdría la pena simplificar las bonificaciones y hacer más atractiva 
la contratación de todos estos subcolectivos. Para obtener una perspectiva global de los incentivos 
de las personas con discapacidad puede verse: ESTEBAN LEGARRETA, R. y GUTIÉRREZ 
COLOMINAS, D.: “La incentivación del empleo de las personas con discapacidad en el medio 
ordinario de trabajo”, Revista Española de Discapacidad, núm. 1, 2014, págs, 7 y ss. Consultable 
en: https://www.cedd.net/redis/index.php/redis/article/viewFile/118/82 

 65 JIMÉNEZ LARA, A. Y HUETE GARCÍA, A.: Informe Olivenza cit., pág. 337 subrayan 
precisamente cómo “La jornada a tiempo parcial empieza a tomar una mayor presencia entre las 
personas con discapacidad”.  
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modesto 17’6 `por 100 de los contratos, disparándose más en subcolectivos más 
vulnerables y menos presentes en el mercado de trabajo. 

En esta línea, cabe afirmar que el contrato a tiempo parcial es a priori una 
oportunidad más que una amenaza. El mejor ejemplo de todo ello lo tenemos en la 
emblemática sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 11 de abril 
de 2013 (procedimientos acumulados C-335/11 y C-337/11) Asunto HK Danmark, 
en el que precisamente lo que solicitan dos personas con discapacidad sobrevenida 
es la reducción de su tiempo de trabajo para evitar extinciones por 
ineptitud/morbilidad ante la imposibilidad de desempeñar su puesto de trabajo a lo 
largo de la jornada pactada inicialmente66 Al respecto, el TJUE viene a señalar que 
la reducción del tiempo de trabajo constituye una de las posibles medidas de ajuste 
laboral del artículo 5 de la Directiva 2000/78, y su no aplicación en el caso concreto 
sugiere el carácter discriminatorio de la decisión empresarial. Por lo tanto, la 
contratación de personas con discapacidad debería predisponer a los empresarios a 
ofrecer contratos a tiempo parcial en el bien entendido que algunas de las 
características del contrato a tiempo parcial deberían de controlarse de un modo 
especialmente cuidadoso. En este sentido, algunos perfiles de trabajadores afectados 
por especiales dificultades no podrían sobrellevar los cambios de jornada resultantes 
del pacto de horas complementarias del articulo 12.5 TRLET, y tampoco aumentos 
de jornada arbitrarios y fuera del pacto, como los reflejados en la Sentencia del 
Juzgado Social 33 de Barcelona de 2 de mayo de 201867. Y es que el sentido común, 
la buena fe contractual y, sobre todo el deber de realizar adaptaciones laborales del 
artículo 40.2 de la LGDPD, deben poner coto a la flexibilidad derivada del pacto de 
horas complementarias, y debería, en muchos casos impedir que el empresario pueda 
siquiera sugerir la firma de dicho pacto. No debe olvidarse que dichas medidas deben 
ir orientadas a permitir el acceso al empleo o la continuidad en la actividad laboral68. 

                                                 
 66 El apartado segundo del fallo de la sentencia del TJUE señala que “ El artículo 5 de la Directiva 

2000/78 debe interpretarse en el sentido de que la reducción del tiempo de trabajo puede constituir 
una de las medidas de ajuste a que se refiere dicho artículo. Corresponde al juez nacional apreciar 
si, en las circunstancias de los asuntos principales, la reducción del tiempo de trabajo como medida 
de ajuste supone una carga excesiva para el empleador” 

 67 JUR 2018/143071. La sentencia decreta la nulidad de dos resoluciones contractuales por no 
superación de periodo de prueba que, en el caso concreto estuvieron fundamentadas en la 
resistencia de dos trabajadoras contratadas mediante contrato de obra con una jornada de 30 horas 
semanales, a superar con creces ese volumen de tiempo de trabajo. La resolución declara nulas las 
resoluciones contractuales a causa de discriminación por discapacidad incluyendo el 
incumplimiento del deber de introducir adaptaciones así como la vulneración del derecho a la 
integridad física.  

 68 Sobre esta interesante figura puede verse: SANZ DE GALDEANO, B.: “Las medidas de ajuste 
razonable y su exención por carga excesiva”, y GUTIÉRREZ COLOMINAS, D.: “La obligación 
de realizar ajustes razonables en el puesto de trabajo: una visión internacional y europea de su 
configuración y eficacia como mecanismo de control a las extinciones de personas con 
discapacidad”, ambos en Trabajo y Derecho, Monográfico 6/2017 (noviembre). 
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Ahora bien, que el contrato a tiempo parcial pueda ser una oportunidad para 
las personas con discapacidad no significa que sea una panacea, porque algunos 
trabajadores tendrán que asumir una parcialidad no deseada y, también, porque su 
contratación a tiempo parcial puede colocarlos en un mayor riesgo de discriminación 
considerando que de por sí, ya son un colectivo en riesgo latente de padecerla. Por 
lo demás, para el caso de contrataciones a tiempo parcial, nuestro ordenamiento 
jurídico debería mostrar mayor flexibilidad en la acumulación de salario y pensiones, 
especialmente en el caso de las personas que accedan al trabajo como pensionistas 
de invalidez no contributiva. Al respecto, me remito a consideraciones posteriores. 

4.2.3. Algunas reflexiones en clave de salarios y un apunte en materia 

de compatibilidad de pensiones 

Como se ha señalado, con carácter general los niveles salariales de las personas 
con discapacidad se encuentran significativamente (un 15’7 por 100) por debajo de 
los niveles salariales de la población general, y se trata de una variable no menor, 
teniendo en cuenta que la retribución entronca directamente con la pobreza laboral. 
Ciertamente, se han apuntado algunas circunstancias que podrían explicar este dato 
-fundamentalmente el de los bajos niveles educativos que concentran a las personas 
con discapacidad en trabajos de menor valor- aunque sería conveniente identificar 
otras razones que pueden apuntalar estas diferencias. 

Comenzaré señalando que legalmente escasean las previsiones que permitan 
reducir la cuantía salarial prevista en Convenio Colectivo en base al rendimiento de 
los trabajadores con discapacidad: dos son de alcance general69 y la otra se aplica 
únicamente en Centros Especiales de Empleo. Entre las primeras destaca artículo 
1.1. del RD 1451/1983, de 11 de mayo, de empleo selectivo, que permite al 
empresario reducir unilateralmente la cuantía del salario en un máximo del 25 por 
100, si bien se trata de una posibilidad limitada a supuestos de reincorporación a la 
empresa de trabajadores declarados en situación de incapacidad permanente parcial 
con limitaciones de rendimiento70. Asimismo, la Orden de 15 de abril de 1969, de 
incapacidad permanente prevé (art. 24.3) la posibilidad de disminuciones retributivas 
que deberán pactarse y que estarán fundamentadas en el menor rendimiento del 
trabajador en situación de incapacidad permanente total en el desempeño de las 
nuevas funciones71. 

                                                 
 69 En lo que concierne a las reducciones salariales del RD 1451/1983 y de la Orden Ministerial de 15 

de abril de 1969 puede consultarse ESTEBAN LEGARRETA, R.: Contrato de trabajo y discapacidad, 
Madrid, Ibídem, 1999, págs. 340 y ss. 

 70 Además, el RD 1451/1983 añade que eso solo será posible cuando el trabajador no haya podido 
ser reubicado en un puesto adecuado a su capacidad y siempre que la retribución final no quede 
por debajo del smi. 

 71 Las disminuciones deben pactarse, serán proporcionales a la disminución de la capacidad en las 
nuevas funciones y no deberían superar la cuantía del 50 por 100 de la cuantía de la pensión. Lo 
llamativo en este caso es que la disminución salarial va a depender, en buena medida, de la cuantía 
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Más allá de la constatación de algunos abusos en la aplicación de la reducción 
salarial pactada de la Orden de 15 de abril de 196972, mi impresión es que la 
aplicación de reducciones salariales regladas no tiene un peso significativo. Ahora 
bien, que no se apliquen reducciones salariales, que podrían afectar a los salarios de 
convenio, no significa que puedan darse prácticas abusivas que excluyan a los 
trabajadores con discapacidad de mejoras concedidas unilateralmente -y 
generalizadamente- por el empresario o bien pactadas en instrumentos de eficacia 
limitada de aplicación generalizada, como podrían ser pactos de empresa o 
convenios colectivos extraestatutarios que como es sabido, suelen ser de aplicación 
generalizada. No es difícil suponer que en el imaginario de algunas empresas, la 
discapacidad pueda constituir una coartada para presumir un rendimiento inferior y, 
por ende, para excluir al colectivo de las mejoras que vayan más allá del Convenio 
Colectivo. Dado que dicho planteamiento implicaria incurrir en conducta 
discriminatoria, -de modo más evidente cuando se recojan en instrumentos 
colectivos y se prive del beneficio a determinados trabajadores73- las soluciones que 
se me antojan más adecuadas pasarían por la vigilancia de la cuestión por parte de 
los representantes de los trabajadores (art. 64.7 a] 1 TRLET) -cuando haya 
representaciones en la empresa, cosa que no siempre sucede-. 

En perspectiva de futuro, creo que una medida de notable interés sería la 
implementación de planes de igualdad en materia de discapacidad a fin de evitar 
inercias indeseables; se trata de planes que en la actualidad podrían ponerse en 
marcha en el marco de la Responsabilidad Social Empresarial. Dichos planes podrían 
evitar algunas derivas que se constatan en algunas administraciones públicas de gran 
dimensión, como es el encasillamiento de las personas con discapacidad en 
funciones relacionadas con trabajos de menor valor74, circunstancia que podría 

                                                 
de la pensión percibida, si bien otro elemento importante es el porcentaje de disminución salarial 
que se pacte.  

 72 Es significativa al respecto la STSJ de Navarra de 2 de abril de 1993 (AS 1993/1770), en cuyos 
antecedentes se describe una aplicación automática y sin causa aparente del descuento y que, sin 
embargo, es tolerada por el TSJ de Navarra en base a una presunta libre autonomía de la voluntad 
en el momento de la formalización del pacto. Huelga decir que no comparto en absoluto el 
planteamiento del Tribunal, que da por bueno un supuesto evidente de renuncia a derechos del 
artículo 3.5 TRLRET, teniendo en cuenta que se renuncia a cuantías salariales previstas en convenio 
sin que concurra causa que lo justifique. 

 73 La STS de 22 de enero de 2009 (RJ 2009/620) ha señalado en el contexto de la Ley 14/1994, de 1 
de junio, de empresas de trabajo temporal, que la aplicación a los trabajadores cedidos de los niveles 
salariales del Convenio Colectivo de la empresa usuaria, incluyen también los conceptos salariales 
negociados en otros instrumentos colectivos como son los convenios extraestatutarios o los pactos 
de empresa.  

 74 El Decreto 2271/2004, de 3 de diciembre, de acceso al empleo público de personas con 
discapacidad puede haber alimentado esta dinámica porque prevé que la cuota de reserva para 
personas con discapacidad se realizará en puestos “cuyos integrantes normalmente desempeñen 
actividades compatibles en mayor medida con la posible existencia de una discapacidad”. El 
planteamiento es bienintencionado pero los resultados no siempre lo son. 
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estarse dando en la empresa privada y que puede contribuir a explicar el porqué de 
las más bajas retribuciones de los trabajadores con discapacidad75. 

Respecto a los abusos en la aplicación de la reducción salarial de la Orden de 
15 de abril de 1969, una solución razonable pasaría por la necesidad de cumplir 
efectivamente con el visado de la Administración Laboral de este tipo de pactos 
previsto en la Orden, pero en desuso total, lo que sin duda contribuiría a poner coto 
a los abusos76. 

Finalmente, más allá de lo apuntado hasta ahora cabe señalar en clave de 
empleo ordinario que el diseño de las bonificaciones, especialmente en el caso de 
trabajadores con discapacidad física y mejores niveles formativos, perjudica la 
mejora en retribuciones salariales77. En este sentido, las bonificaciones a la 
contratación indefinida y temporal vigentes (Ley 43/2006) son fijas y topadas de 
modo que los salarios más elevados pueden verse penalizados desde el punto de 
vista empresarial, circunstancia que no concurre en los entornos protegidos, porque 
la bonificación en las cotizaciones a la Seguridad Social es del 100 por 100. En este 
sentido, aunque no se trate de una prioridad, cabe plantear esta mejora de cara a 
reforzar mejoras retributivas y/o empleo de más calidad, de modo que podría ser 
más razonable volver a la técnica de porcentajes de bonificación aplicables a la cuota 
patronal resultante78. 

En el entorno de los Centros Especiales de Empleo, el RD 1386/1985, de 17 
de julio, regulador de la relación especial de los trabajadores que desempeñan su 
actividad en estos entornos laborales, recoge la figura del contrato a bajo 
rendimiento (art. 12 c]) previsto para supuestos en que el trabajador desempeña su 
actividad con un rendimiento inferior al 25 por 100, supuesto en el que cabría pactar 

                                                 
 75 Es de gran interés el informe de Ranstad Fundación: Jóvenes, discapacidad y empleo, 2015, consultable 

en https://www-randstad-es.s3.amazonaws.com/wp-content/uploads/2016/07/informe-
jovenes-discapacidad-y-empleo-fundacion-randstad-y-fundacion-atresmedia.pdf (consultado el 28 
de septiembre), en cuya página 27 se destaca, por ejemplo, que el 25 por 100 de los trabajadores de 
entre 18 y 29 años empleados en la empresa ordinaria experimentan falta de oportunidades para el 
desarrollo profesional, un dato nada despreciable.  

 76 GALA DURÁN., C.: “La compatibilidad...”, ob. cit., pág. 89, ha abogado también por la atención 
en la aplicación del descuento salarial a fin de evitar abusos. 

 77 Piénsese que la bonificación a las cuotas de Seguridad Social de la Ley 43/2006 -por todos los 
conceptos- para la contratación indefinida de personas con discapacidad no afectadas por 
especiales dificultades tiene un tope mensual de 375 euros (4.500 euros año), lo que se traduce en 
que, cuanto más alta es la retribución, menos se bonifica la contratación porque ésta quedará 
topada. Cabe recordar a este respecto que el modelo anterior a la Ley 43/2006, se fundamentaba 
en porcentajes que se aplicaban a la cuota, de modo que el beneficio era el mismo para todo tipo 
de nivel salarial.  

 78 Para una reflexión con mayor detalle puede verse: : ESTEBAN LEGARRETA, R. y GUTIÉRREZ 
COLOMINAS, D.: “La incentivación del empleo de las personas con discapacidad...”, ob. cit., pág. 
15. 

https://www-randstad-es.s3.amazonaws.com/wp-content/uploads/2016/07/informe-jovenes-discapacidad-y-empleo-fundacion-randstad-y-fundacion-atresmedia.pdf
https://www-randstad-es.s3.amazonaws.com/wp-content/uploads/2016/07/informe-jovenes-discapacidad-y-empleo-fundacion-randstad-y-fundacion-atresmedia.pdf
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una reducción salarial de como máximo el 25 por 10079. Se trata de una figura 
discutible y discutida, sobre todo porque tradicionalmente se ha entendido que los 
Centros Especiales se justificaban por el bajo rendimiento de los trabajadores, sin 
olvidar la presencia de altos incentivos que compensan con creces dichos 
rendimientos. Afortunadamente, la doctrina judicial ha optado por considerar nulos 
los pactos de reducción salarial no visados y autorizados por la Administración 
Laboral y/o de Servicios Sociales -en el caso concreto, por los denominados Equipos 
Multiprofesionales- de modo que el recurso a esta llamativa reducción salarial se ha 
reducido a la mínima expresión ante la no constitución de estos órganos80. Lo 
razonable, por las razones ya apuntadas, sería la supresión de la figura de los 
contratos de bajo rendimiento en la relación laboral especial. 

Otra cuestión clave en materia salarial está en que el sector del empleo 
protegido está pagando salarios inferiores a los previstos para la misma actividad en 
entornos ordinarios81. De hecho, hace ya muchos años que existe una negociación 
colectiva consolidada en el “sector” de los Centros Especiales de Empleo82, una 
realidad que se ha visibilizado en conflictos diversos en el ámbito de la limpieza de 
los que, por lo demás, se deduce que con frecuencia los niveles salariales no se 
fundamentan en la más baja capacidad de las plantillas -frecuentemente con 
rendimientos homologables a personas sin discapacidad-, sino en la pretensión 
explicitada de garantizar su competitividad, aunque muchas veces ese argumento sea 
la tapadera para camuflar la obtención de jugosos márgenes empresariales. El relato 
de antecedentes de algunas sentencias del Tribunal Supremo -la de 21 octubre de 
2010 (RJ 2010/7821) es un buen ejemplo- nos muestra cómo los dos ámbitos -
ordinario y protegido- son perfectamente intercambiables. Ahora bien, corregir la 
inercia de los bajos salarios es muy complejo entre otras cosas porque el sector de 

                                                 
 79 Una visión general del contrato a bajo rendimiento en PÉREZ AMORÓS, F.: “La relación laboral 

de los discapacitados que trabajan en Centros Especiales de Empleo (I): Forma del contrato, 
capacidad para contratar como trabajador, tiempo de trabajo y salario”, en ESTEBAN 
LEGARRETA, R. y PÉREZ AMORÓS, F.: La aplicación del Derecho del Trabajo en los Centros Especiales 
de Empleo, Valencia, Tirant lo Blanch, 2009, págs. 152 y ss. 

 80 GARCÍA SABATER, A.B.: Necesidades especiales..., ob. cit., pág. 318. De todos modos, que no se 
hayan constituido los Equipos Multiprofesionales no significa que no quepa solicitar la intervención 
de la Administración Autonómica; laboral o de Servicios Sociales. 

 81 Encontramos un indicio a este respecto en JIMÉNEZ LARA, A. Y HUETE GARCÍA, A.: Informe 
Olivenza 2017, pág. 350 donde se resalta una notable diferencia salarial entre contratos de personas 
con discapacidad bonificados (salario medio de 15.527’1 euros) y contratos sin bonificar (22.034’5). 
Evidentemente, el dato es meramente indiciario porque también hay muchos contratos bonificados 
en el mercado ordinario de trabajo -aunque no lo están, por ejemplo, los contratos temporales 
estructurales-, mientras que en entornos protegidos todos los contratos disfrutan de bonificaciones 
del 100 por 100, y no me cabe duda alguna a propósito del acceso masivo a bonificaciones en estos 
entornos.  

 82 Un estudio sistemático del proceso de consolidación de la negociación de Centros Especiales en: 
SOLÀ MONELLS, X.: “La negociación colectiva en los Centros Especiales de Empleo: aspectos 
estructurales”, en ESTEBAN LEGARRETA, R. y PÉREZ AMORÓS, F.: La aplicación del Derecho 
del Trabajo en los Centros Especiales de Empleo, Valencia, Tirant lo Blanch, 2009, págs. 449 y ss. 
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los Centros Especiales de Empleo se ha consolidado en España aprovechando las 
permisividad en el uso de medidas alternativas a la reserva de empleo para ofrecer 
“contratas alternativas” a la empresa ordinaria, que de este modo “se evita” la 
contratación directa con cierta facilidad83; y la diferencia salarial es una de sus armas 
de cara a ofrecer precios competitivos en las contratas. En cualquier caso, debería 
caminarse hacia un sector protegido redimensionado a la baja, lo que sería coherente 
con la Convención Internacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad 
de 2006 (art. 27) y en el que los incentivos públicos deberían condicionarse al 
cumplimiento de determinados estándares, como son la aplicación de niveles 
salariales de empresa ordinaria. 

Más allá de la cuestión salarial se ha de destacar que las prestaciones sociales 
pueden constituir un instrumento importante de cara a la garantía de ingresos de las 
personas con discapacidad, circunstancia que evidentemente puede mitigar el riesgo 
de pobreza que también acecha a las personas que disfrutan de un empleo. En este 
sentido, como comentaré más adelante, el previsible aumento de la tasa de 
parcialidad -de cumplirse las expectativas de una mayor incorporación al mercado 
de trabajo de personas con discapacidad jóvenes- puede realzar el papel de las 
pensiones de incapacidad permanente y otras prestaciones. 

Al respecto, el flexible régimen de compatibilidad entre pensión de 
incapacidad permanente total y el desempeño de funciones diferentes a la profesión 
habitual (art. 198.1 TRLGSS) se me antoja de especial interés, ya que puede 
complementarse adecuadamente con salarios, a tiempo completo o a tiempo parcial. 
Además, se ha de recordar que su cuantía puede ser especialmente modesta en el 
caso de trabajadores de edad inferior a los 55 años, ya que en tal caso la cuantía de 
la pensión es equivalente a un 55 por 100 de la base reguladora de la prestación. 
Echando mano de datos, las estadísticas del INSS nos indican que la pensión media 
de incapacidad permanente -incluyendo a las pensiones en grado de total cualificada, 
que subirán el promedio- era de 769 euros en agosto de 2018, una cifra que parece 
ser digerible socialmente en clave de acumulación con las percepciones salariales. 
Más complicada puede ser la aceptación social de la acumulación en el caso de la 
incapacidad permanente absoluta, ya que la pensión media alcanzó en agosto de 2018 
la cifra de 1156’23 euros, un montante bastante alejado del salario mínimo 
interprofesional84, si bien no es lo mismo la compatibilidad con un trabajo a tiempo 
parcial que con un trabajo a tiempo completo. 

Como he señalado, las pensiones no contributivas no pueden representar hoy 
en día este papel de complemento que mitigue la pobreza o el riesgo de pobreza de 

                                                 
 83 El RD 364/2005, de 8 de abril, de cumplimiento alternativo de la cuota de empleo de personas con 

discapacidad deja muchos espacios para las medidas alternativas, particularmente si la 
Administración Laboral competente -la autonómica o la central, según los casos-, no extrema el 
celo. 

 84 Datos obtenidos del sitio web: http://www.seg-social.es/wps/portal/wss/internet/Inicio 
(apartado de Estadísticas de Pensiones). 

http://www.seg-social.es/wps/portal/wss/internet/Inicio
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los trabajadores con discapacidad, al menos con carácter estable, ya que la 
acumulación entre trabajo y pensión se tolerará (art. 366 TRLGSS) durante un 
máximo de cuatro años, siendo el tope de acumulación máximo el del IPREM anual 
sin pagas, lo que para 2018 supone 6454’03 euros, junto a la cuantía anual de la 
pensión, que para este año es de 5321’40 euros -ingresos totales sumando pensión y 
salario de 11.775 año- , cuya suma apenas excede en 1500 euros a la cuantía del 
salario mínimo interprofesional en cómputo anual para 2018 (10.302’60 euros). 
Como se ha comentado en un punto anterior, y sin prejuzgar que los recursos 
públicos son escasos, sería conveniente introducir un mayor grado de flexibilidad en 
la compatibilidad entre la pensión de invalidez permanente y el trabajo -por ejemplo, 
parcial- a fin de que la pensión no contributiva de invalidez constituya una 
herramienta que, con vocación de permanencia mitigue el riesgo de pobreza de las 
personas con discapacidad, lo que ahora no sucede porque la pensión se extinguirá 
a los cuatro años de iniciarse la acumulación de pensión y trabajo. 

En fin, las asignaciones económicas por hijo a cargo (arts. 352 y ss TRLGSS), 
especialmente las que tienen derecho a percibirse por tener hijos mayores de 18 años 
a cargo con una discapacidad no inferior al 65 o al 75 por 100 pueden constituir 
también una herramienta que amortigüe el riesgo de pobreza, teniendo en cuenta 
que sus cuantías anuales ascienden, respectivamente, a 4.414,80 y a 6.622 euros, y no 
están condicionadas por los ingresos que obtengan sus progenitores (art. 352.3 
TRLGSS). Eso sí, se ha de recordar que pueden funcionar adecuadamente siempre 
que por su actividad laboral el hijo a cargo con discapacidad no obtenga unos 
ingresos anuales superiores al smi (351 a] TRLGSS), por lo que pueden constituir 
una herramienta “antipobreza” de especial interés cuando se desarrollen actividades 
de baja intensidad, por lo general a tiempo parcial. De todos modos, no hay que 
olvidar que quien percibe la prestación son los progenitores, de modo que se trata 
de una prestación acompañada de un halo de paternalismo bastante alejado de la 
autodeterminación de las personas con discapacidad, reivindicada por la legislación 
en la materia, en particular el artículo 19 de la Convención Internacional sobre los 
derechos de las personas con discapacidad que reconoce el derecho a vivir de forma 
independiente y a su inclusión en la comunidad. En este sentido, si la persona con 
discapacidad pasa a residir en un domicilio independiente -por ejemplo en una 
vivienda tutelada- se perdería la prestación considerando que se considerará al hijo 
a cargo en tanto en cuanto conviva con sus progenitores, sin que el desarrollo 
reglamentario de la Ley tolere separaciones que vayan más allá de las de carácter 
transitorio85. 

                                                 
 85 El artículo 9.2 del RD 1335/2005, de prestaciones familiares, establece que “(...) no rompe la 

convivencia la separación transitoria motivada por razón de estudios, trabajo de los padres o 
acogedores, tratamiento médico, rehabilitación u otras causas similares”. 
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5. CONCLUSIONES 

En el caso de las personas con discapacidad, es necesaria una aproximación 
específica a su tasa de actividad desplomada ya que es un factor que explica la 
pobreza que afecta de modo especialmente intenso a algunos colectivos 
especialmente frágiles. Se advierte, asimismo, de los riesgos crecientes de pobreza en 
los “márgenes” de la discapacidad, representados por trabajadores con 
enfermedades prolongadas o pensiones cuestionadas por las entidades gestoras. 

Esta aportación propone priorizar algunas medidas que permitan aumentar la 
tasa de actividad y luchar contra el grave riesgo de pobreza que afecta a las personas 
en situación de inactividad. Para ello, se propone actuar sobre el régimen jurídico de 
las pensiones en relación con el empleo -especialmente en el régimen de revisión de 
la incapacidad permanente total y en la extinción programada a cuatro años de las 
pensiones no contributivas de invalidez. Otras propuestas se dirigen a incidir en el 
impulso financiero de medidas dirigidas a los colectivos que concentran la 
inactividad: el empleo con apoyo y la asistencia personal. Todo ello sin olvidar un 
control sobre frenos discretos al aumento de la tasa de actividad como el papel 
representado por los Centros Ocupacionales o la modesta cuota de empleo de las 
personas con discapacidad. 

En lo que concierne a los indicadores de pobreza laboral de los individuos 
activos, estos muestran un panorama no tan desolador, aunque cabe señalar que los 
mismos pueden empeorar en caso de aumento de la tasa de actividad, especialmente 
de los colectivos más fragilizados. Respecto al primer factor de riesgo -la 
contratación temporal-, se efectúan propuestas que orienten los incentivos en favor 
de la contratación indefinida en el medio ordinario. Respecto al trabajo a tiempo 
parcial, se destaca su condición de factor de riesgo de pobreza más atenuado, 
teniendo en cuenta que el contrato a tiempo parcial puede constituir en sí mismo 
una adaptación laboral, aunque se subrayan algunas amenazas derivadas 
fundamentalmente del pacto de horas complementarias y de la ignorancia del deber 
de adaptación. En materia salarial se advierte de los más bajos salarios existentes en 
entornos protegidos y se llama a ejercer un control sobre la aplicación de cláusulas 
reglamentarias de reducción salarial en la empresa ordinaria y en Centros Especiales 
de Empleo. Asimismo, se propone un mayor control sobre la exclusión de mejoras 
salariales existentes más allá del convenio normativo y a evitar el encasillamiento de 
los trabajadores en trabajos de menor valor, para lo que sería de gran interés la puesta 
en marcha de planes de igualdad específicos. Finalmente, se efectúan propuestas para 
mejorar el régimen de compatibilidad de algunas prestaciones con el trabajo que se 
centran, especialmente, en la pensión no contributiva de invalidez y en la pensión de 
incapacidad permanente absoluta y gran invalidez. 


